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I. Planteamiento: Concepto de competencia judicial internacional. 

Delimitación de conceptos afines.  

La determinación de la CJI es la primera cuestión que necesitamos resolver frente 

a una SPI, así pues, tiene carácter previo respecto a los restantes sectores que 

integran el contenido del Dipr1. En este sentido, puede entenderse como la aptitud 

legal de los órganos jurisdiccionales y las autoridades públicas de un Estado, 

considerados en su conjunto, para conocer de los litigios o controversias generadas 

por las SPI. No importa la naturaleza del proceso, puede estar referido a supuestos de 

jurisdicción contenciosa o a un expediente de jurisdicción voluntaria, inclusive a 

actos que trascienden el registro civil, como la celebración de matrimonios. 

 

Recordemos: La CJI se diferencia de otros conceptos procesales como del de  

jurisdicción y competencia interna, de la siguiente forma: 

 

                                                 
1 Si pensamos en una pareja de ruso y ucraniana, residentes en España y que pretenden divorciarse, 
tendremos que determinar cuál es el tribunal competente para conocer del proceso de divorcio interpuesto 
por ellos. Sea de común acuerdo o contencioso, sea ante Notario (podrá un Notario español divorciar a 
esta pareja?) o sea ante un Juzgado español. 
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- Jurisdicción: el poder de los Tribunales de un Estado para juzgar y hacer 

ejecutar lo juzgado, de acuerdo con las normas de competencia y procedimiento 

que establezcan sus leyes (art.117.3 CE). La  LOPJ extiende esta potestad a todas 

las personas, a todas las materias y a todo el territorio español en la forma 

establecida en la CE y las Leyes. 

En el caso de la CJI,  son estas normas las que determinarán ante qué situaciones 

privadas internacionales, el Estado ejercerá su potestad jurisdiccional. 

- Competencia interna: es la atribución de un asunto a un órgano jurisdiccional 

concreto, de acuerdo con las reglas de competencia objetiva, territorial y 

funcional previstos en las leyes del Estado. En España, estas normas están 

recogidas básicamente en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Una vez que se ha determinado la CJI de los órganos jurisdiccionales de un 

Estado,  es necesario acudir a las normas nacionales de competencia para atribuir 

el conocimiento del supuesto a un Tribunal de ese Estado en concreto, esto es: las 

normas de competencia interna se aplican en un momento posterior a la 

determinación de la CJI. 

 

Los foros para la determinación de la CJI recogidos en las normas de este sector 

tienen un triple objetivo: 1) facilitar la correcta administración de justicia en los 

“casos internacionales”; 2) favorecer la aplicación del principio de tutela judicial 

efectiva, acercando la justicia a los intereses de los particulares, y 3) dotar de 

seguridad jurídica a los procedimientos judiciales internacionales. 

 

 

II. Las fuentes específicas sobre CJI en el Dipr español. A) El Reglamento 

Bruselas I bis. B) Convenio de Lugano II y C) Ley Orgánica del Poder 

Judicial como régimen de cierre. 

 

El sistema español de Dipr se integra por normas de diferente naturaleza y rango 

jerárquico: institucionales, convencionales y autónomas. Ello supone que las de 

carácter autónomo, que se sitúan en la base de la pirámide de fuentes, se aplicarán 

siempre en defecto de otra norma sobre CJI que pueda resultar aplicable a la 

SPI. 
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Análisis de las fuentes específicas de determinación de la CJI en Dipr español. 

 

A) Régimen institucional: La actividad del legislador comunitario es muy intensa en 

este ámbito y a través de Reglamentos comunitarios establece y ordena el sistema de 

atribución de CJI de los Tribunales de los Estados miembros.  

 

 

El R1215/2012, Reglamento Bruselas I bis, es el más importante en materia civil 

y mercantil aunque también encontramos otros sobre, por ejemplo: marca 

comunitaria, diseño comunitario, obtenciones vegetales, concursos internacionales, 

etc. (ver cuadro de fuentes del Dipr). 

 

 

B) Régimen convencional: son las normas sobre este mismo sector que obligan a 

España a través de convenios y acuerdos internacionales. El más importante es el 

Convenio de Lugano II, de 2007, que sobre esta misma materia, resulta de 

aplicación cuando el demandado se encuentra domiciliado en el EEE. 

 

 

 

C) El régimen autónomo o normas de producción interna, como régimen de 

cierre. Las normas se encuentran en  la LOPJ de 2015. 

 

 

A) Reglamento  R1215/2012, Bruselas I bis.  

 

Tiene prevalencia en la aplicación para la determinación de la CJI de los tribunales 

españoles respecto a las SPI sujetas a su aplicación. 

 

1. Ámbitos de aplicación del Reglamento Bruselas I bis: 

 

- Ámbito Material: materias civiles y mercantiles (art.1) con independencia de la 

naturaleza del órgano que conoce de la SPI. Su ámbito material es doble, ya que 
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incluye normas de CJI y en la segunda parte, las normas sobre reconocimiento y 

ejecución de resoluciones judiciales (lección 10 del programa de la asignatura). 

 

Materias excluidas: materias fiscal, aduanera ni administrativa, ni a la 

responsabilidad del Estado por acciones u omisiones en el ejercicio de su autoridad 

(acta iure imperii).  

 

Tampoco se aplicará a: el estado y la capacidad de las personas físicas, los 

regímenes matrimoniales o los que regulen relaciones con efectos comparables al 

matrimonio según la ley aplicable; a  la quiebra, los convenios entre quebrado y 

acreedores, y demás procedimientos análogos; a la seguridad social; al arbitraje;  las 

obligaciones de alimentos derivadas de relaciones de familia, de parentesco, de 

matrimonio o de afinidad;  los testamentos y sucesiones, incluidas las obligaciones 

de alimentos por causa de muerte. 

 

Por ejemplo: la determinación de la CJI de los tribunales españoles para 

conocer de una solicitud de declaración de ausencia de un señor chino que ha 

desaparecido tras el naufragio de una embarcación frente a la costa de San Juan de 

Alicante, NO podrá determinarse mediante este instrumento, es una materia 

excluida. 

 

- Ámbito Territorial: Estados miembros del territorio UE + Dinamarca. 

 

- Ámbito Personal.  La condición necesaria para su aplicación parte -como 

regla general-  de que el demandado tenga su domicilio en el territorio UE. De lo 

contrario los Tribunales tendrán que determinar su CJI de acuerdo con el Dipr 

interno/autónomo de cada Estado. 

 

Excepciones a esta regla general: foros exclusivos, foros de protección y sumisión. 

¿Cómo se determina si una persona está domiciliada en un Estado miembro? 

Si es persona física, según la ley interna del Estado donde se presume que lo 

está, Por tanto, si un juez español se declara competente para conocer de una SPI, 
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aplicará el Derecho español para determinar si la persona está domiciliada en 

España, o el francés para saber si lo está en Francia. 

Si es una persona jurídica, se determinará el domicilio de acuerdo con los 

criterios recogidos en el art. 63: sede estatutaria, administración central o sede la 

actividad principal. 

2. Aplicación de los foros de CJI del Reglamento Bruselas I bis. 

Se aplican en orden jerárquico: lo que supone en primer lugar, los foros 

exclusivos, recogidos en el art. 24; en segundo lugar los foros de sumisión, tanto si 

lo es de forma expresa o bien, de forma tácita y, por último, a elección del 

demandante: se podrá elegir entre el foro general del domicilio del demandado 

(art.4) o bien los foros especiales en razón de la materia. 

Se debe tener en cuenta el papel que juegan los foros de protección a favor de 

permitir a consumidores, trabajadores y asegurados, tomadores o beneficiarios en 

contratos de seguro y coaseguro, demandar a las empresas ante los tribunales de su 

lugar de residencia. 

Los Foros exclusivos prevalecen, se aplican al margen del lugar de 

situación de la partes, sólo se atiendes a criterios relativos a la naturaleza y tipo de 

SPI: bienes y derechos reales, impugnaciones de registros, etc. El artículo que los 

recoge, anula o desplaza al relativo a la misma cuestión de la LOPJ. 

Para las siguientes materias serán exclusivamente competentes los 

Tribunales sin consideración del domicilio de las partes: 1) en materia de derechos 

reales inmobiliarios y de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, los 

órganos jurisdiccionales del Estado miembro donde el inmueble se halle sito. No 

obstante, en materia de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles celebrados 

para un uso particular durante un plazo máximo de seis meses consecutivos, serán 

igualmente competentes los órganos jurisdiccionales del Estado miembro donde 

esté domiciliado el demandado, siempre que el arrendatario sea una persona física y 

que propietario y arrendatario estén domiciliados en el mismo Estado miembro; 2) 

en materia de validez, nulidad o disolución de sociedades y personas jurídicas, así 

como en materia de validez de las decisiones de sus órganos, los órganos 
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jurisdiccionales del Estado miembro en que la sociedad o persona jurídica esté 

domiciliada; para determinar dicho domicilio, el órgano jurisdiccional aplicará sus 

normas de Derecho internacional privado; 3) en materia de validez de las 

inscripciones en los registros públicos, los órganos jurisdiccionales del Estado 

miembro en que se encuentre el registro; L 351/10 Diario Oficial de la Unión 

Europea 20.12.2012 ES 4) en materia de inscripciones o validez de patentes, 

marcas, diseños o dibujos y modelos y demás derechos análogos sometidos a 

depósito o registro, independientemente de que la cuestión se haya suscitado por vía 

de acción o por vía de excepción, los órganos jurisdiccionales del Estado en que se 

haya solicitado, efectuado o tenido por efectuado el depósito o registro en virtud de 

lo dispuesto en algún instrumento de la Unión o en algún convenio internacional. 

Sin perjuicio de la competencia de la Oficina Europea de Patentes según el 

Convenio sobre la Patente Europea, firmado en Múnich el 5 de octubre de 1973, los 

órganos jurisdiccionales de cada Estado miembro serán los únicos competentes en 

materia de registro o validez de una patente europea expedida para dicho Estado 

miembro; 5) en materia de ejecución de las resoluciones judiciales, los órganos 

jurisdiccionales del Estado miembro del lugar de ejecución (sector del 

reconocimiento y ejecución de resoluciones). 

Los foros de sumisión exigen que la materia objeto de acuerdo esté cubierta 

por el Reglamento y que no sea de las consideras objeto de foros exclusivos. 

Además, se han de plantear en ocasión de una concreta relación jurídica. 

Requisitos del acuerdo en la sumisión tácita: art.25.5 

Sus efectos son de prórroga de la CJI y de derogación. 

La sumisión tácita (art. 26) prevalece sobre la expresa anterior y se deriva 

del comportamiento procesal de las partes, en particular de la respuesta del 

demandado que no impugna la CJI previamente pactada.  

 Se entiende que las partes se someten tácitamente a los tribunales españoles 

cuando el demandante acude a tales tribunales interponiendo la demanda o 

formulando petición, y cuando el demandado realiza, después de personado en el 

juicio tras la interposición de la demanda, cualquier gestión que no sea la de 

impugnar la CJI, a través de una declinatoria. 
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 El foro del domicilio del demandado (art.4), supone que se podrá 

demandar ante los tribunales de cualquier Estado donde se encuentre 

domiciliada la persona, con independencia de su nacionalidad. 

Los límites se encuentran en las materias exclusivas, en la sumisión, así 

como en la protección a la parte débil de las relaciones jurídicas. Recordemos que el 

domicilio del demandado en el criterio general de aplicación del presente 

Reglamento. 

Ejemplo: el art 22 quater de la LOPJ sólo se puede aplicar porque es una 

materia excluida del R1215 (capacidad). 

 

Ventajas del foro del domicilio del demandado, cuando éste se localiza en 

España.  

-  Es un foro que hace competente al juez más cercano al demandado, 

permitiendo una rápida ejecución de la sentencia, a favor del demandante, pues el 

patrimonio del demandado suele concentrarse en el Estado donde éste tiene su 

domicilio y así se refuerza la tutela judicial efectiva del demandante 

- Facilita la concentración, ante los mismos tribunales estatales, de litigios que 

tienen su fuente en hechos ocurridos en varios países.  

Los foros especiales por razón de la materia recogen circunstancias 

concretas de las relaciones jurídicas para conectar las SPI con las autoridades de 

determinados Estados. Son opcionales y nunca se pueden utilizar para materias 

exclusivas o aquellas donde exista sumisión. Sólo se aplican si el demandado está 

domiciliado en la UE ya que permite al demandante elegir dónde interponer su 

demanda. 

Tipos de foros especiales: contractuales (art.7.1) el lugar de cumplimiento 

de la obligación que sirve de base a la demanda. A tener cuenta en los contratos de 

CVIM o los de prestación de servicios; los no contractuales (art.7.2)  lugar del 

hecho dañoso. El demandante puede elegir entre el lugar de origen del daño o el 

lugar de los efectos o consecuencias de dicho daño. Ello genera problemas al elegir 
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entre demandar en uno u otro sitio. Acción civil (art.7.4), es un nuevo foro previsto 

para la recuperación de bienes culturales. Explotación de sucursales (art.7.5 litigio 

relativos a la explotación, gestión y obligaciones frente a terceros de sedes de 

empresas que pueden ser demandadas ante los Tribunales de los estados donde 

dichas sedes se encuentran, incluso por acciones desarrolladas por la empresa 

principal. Foros de vinculación procesal: reconvenciones, litisconsorcio, medidas 

cautelares y provisionales 

Los foros de protección (consumidor, trabajador, seguro): se aplicarán 

siempre que el demandado esté domiciliado en un estado miembro del R1215, si la 

parte débil es la demandante da igual que el demandado esté fuera, estas reglas 

funcionan con cierta autonomía y los acuerdos de sumisión son admitidos siempre 

que surjan después de nacer el litigio o si permiten a la parte débil acudir a otros 

tribunales. 

El control de oficio de la CJI, ello implica que el órgano jurisdiccional de un 

Estado miembro que conozca a título principal de un litigio para el que los órganos 

jurisdiccionales de otro Estado miembro sean exclusivamente competentes en virtud 

del artículo 24 se declarará de oficio incompetente, de acuerdo con el art.27). 

Foros para evitar duplicidad de procesos: litispendencia y conexidad 

(Art.29-30).  

Para la aplicación de estas reglas se requiere que el órgano jurisdiccional del 

Estado miembro sea competente en base a los arts. 4, 7, 8 ó 9, esto es, en base al 

foro del domicilio del demandado o a los foros especiales.  

Se excluyen los supuestos en que los órganos jurisdiccionales de los Estados 

miembros fueran competentes en base a los foros exclusivos, sumisión expresa y 

tácita, así como foros de protección, lo cual debe entenderse considerando la 

naturaleza de estos foros y los objetivos con ellos perseguidos.  

Ejemplo: El caso en que podrían aplicarse los arts. 33 y 34 sería cuando el 

órgano jurisdiccional de un Estado miembro fuese competente en base al foro 

general del domicilio del demandado (art. 4) y hubiese un procedimiento paralelo 
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en un tercer Estado donde hubiera ocurrido el hecho dañoso generador de 

responsabilidad extracontractual. 

Cuando el Reglamento1215/2012 no sea aplicable porque el demandado está 

domiciliado en un tercer Estado, recordemos que en este caso no se aplican los arts. 

4, 7, 8 ó 9, los arts. 33 y 34 tampoco se aplicarán y habrá de acudirse al derecho 

interno de cada Estado miembro. Los arts. 33 y 34 se configuran con carácter 

flexible, otorgando al juez una cierta discrecionalidad.  

Se ha de tener en cuenta que al igual que en el ámbito intraeuropeo, es 

necesario que el procedimiento se haya iniciado con anterioridad en un tercer 

Estado y que exista identidad de partes, objeto y causa en el caso de la 

listispendencia, o riesgo de resoluciones inconciliables en el caso de la conexidad. 

Para determinar si el procedimiento se ha iniciado con anterioridad en un 

tercer Estado entendemos que habrá que tener en cuenta lo dispuesto en el art. 32 

del Reglamento 1215/2012, que se ocupa de determinar el momento desde que 

conoce un órgano jurisdiccional, refiriéndose con carácter general a la sección 

donde se incorporan todas las reglas de litispendencia y conexidad – entre Estados 

miembros y entre Estados miembros y terceros Estados 

 

B)  El Convenio de Lugano II. 

El Convenio de Lugano de 2007, concluido entre la Unión Europea, 

Dinamarca y los estados del EEE, está en vigor desde el 1 de enero de 2010. 

Este convenio no impide la aplicación del Reglamento Bruselas I bis (art. 

73.1)  y las materias que abarca son las mismas que las de éste. 

Condiciones de aplicación del Convenio de Lugano II, según el Dipr 

español: 

- Si el demandado tiene su domicilio en uno de los estados miembros del EEE, los 

jueces españoles deberán aplicar las reglas de CJI del Convenio. 



10 
 

- En los casos de competencias exclusivas y elección de foro, deberán aplicar esas 

reglas cuando el Tribunal designado sea alguno de los pertenecientes a los estados 

del EEE. 

 - Para las cláusulas de elección de foro. Se han de cumplir los requisitos al efecto. 

Por ejemplo; 1) si se presenta una demanda ante los Tribunales españoles 

por incumplimiento de un contrato entre una empresa española y otra empresa 

domiciliada en Noruega, la competencia judicial internacional de nuestros 

tribunales vendrá determinada por los artículos 5 y siguientes del Convenio. Por el 

contrario, si en vez de tener domicilio en Noruega, lo tuviera en Francia, se 

aplicaría el Reglamento Bruselas I bis. 2) si la demanda tiene por objeto una 

reclamación respecto a un inmueble rústico situado en Suiza, será de aplicación el 

Convenio, de acuerdo con los foros exclusivos,  recogidos en el artículo 22. 

 

C) Análisis de la aplicación de la LOPJ. 

Como sabemos, el Reglamento 1215/2012 no desplaza por completo a las 

normas nacionales de competencia judicial internacional, sino que remite a ellas en 

su art. 6 cuando el demandado está domiciliado en un tercer Estado, con las 

excepciones ya analizadas. 

 

Las normas de CJI recogidas en la LOPJ tienen, entre otras,  las siguientes 

características: subsidiarias, ya que se aplican en defecto de normas de superior 

rango jerárquico;  sus normas tienen carácter atributivo, ya que indican las 

situaciones privadas internacionales en las que corresponde la CJI a los tribunales 

españoles y el  de sus normas; 3º) se basan en el principio de Perpetuatio 

jurisdictionis, ay que el momento relevante para estimar la concurrencia de un foro 

de competencia judicial internacional es el momento de ejercicio de la acción (arts. 

410 y 411 LEC) y además, tienen una base de Derecho europeo ya que  el modelo 

en que se inspiró el legislador tiene como base el Convenio de Bruselas de 1968. 

 

1. Foros de competencia en la LOPJ. La competencia judicial internacional 

corresponderá a los tribunales españoles si concurre cualquiera de los criterios o 
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foros recogidos en los artícuos 22 a 22 nonies, los cuales se dividen en normas de 

regulación y normas de funcionamiento y su aplicación sigue un criterio 

jerárquico,al igual que en el resto de los instrumentos sobre CJI de Dipr español. 

Tipos de normas de CJI a) Competencias exclusivas (art. 22); a) Sumisión 

expresa o tácita de las partes (art. 22.bis); b) Domicilio del demandado en España 

(art. 22.ter) b) Competencias especiales por razón de la materia (art. 22. Quatre y 

quinquies); medidas cautelares y provisionales (art. 22 sexies); materia concursal 

(art. 22 septies); control de la CJI, (art. 22 octies) y cuestiones procesales 

internacionales (art. 22 nonies). 

Excepciones: 

- Posibilidad de apertura de un foro de necesidad. Debe admitirse, al menos en 

dos casos, un foro de necesidad, que se abriría por vía jurisprudencial. El foro de 

necesidad permite que nuestros tribunales pudieran conocer de un litigio relativo a 

una situación privada internacional, aunque carezcan de un foro concreto de 

competencia judicial internacional previsto en la LOPJ. 

Ejemplo. Una persona presenta solicitud para la declaración de fallecimiento de 

su esposa, emigrante en Argentina desde hace muchos años. Sólo existe un foro en 

la materia (art. 22.quater LOPJ), que en este caso impediría a nuestros tribunales 

conocer de la cuestión, puesto que para ello la desaparecida debía tener su domicilio 

último en España. Pero ello podría generar denegación de Justicia y vulnerar la 

tutela judicial efectiva, pues obligaría a los interesados a litigar en países lejanos 

Por ello, con base en el art. 24 CE, podría conocer un juez español por foro de 

necesidad. 

2. Foros exclusivos de competencia judicial internacional. El art. 22 LOPJ 

establece un elenco de foros exclusivos de competencia judicial internacional que 

operan en relación a ciertas materias. El elenco del art. 22 LOPJ configura un 

numerus clausus de foros exclusivos que en la práctica son inaplicables, debido a la 

aplicación del R1215. Debe ser objeto de una interpretación restrictiva. 

Inaplicación general del art. 22 LOPJ. Es de aplicación preferente el 

Reglamento 1215, que en estas materias es siempre aplicable en las materias 
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contempladas, con independencia del domicilio, nacionalidad de las partes u otras 

circunstancias.  

En relación a estas materias, la competencia judicial internacional de los 

tribunales españoles sólo puede derivar del Reglamento 1215,  nunca del art. 22 

LOPJ. Así, cuando concurran las circunstancias previstas, - situación del bien 

inmueble en España en litigio relativo a su propiedad-, será siempre aplicable el art. 

24 R1215, y no el art. 22.LOPJ. 

Algunos casos de aplicación: a) Reconocimiento y ejecución en territorio 

español de resoluciones judiciales extranjeras en materias no reguladas por el 

Reglamento 1215 u otro Reglamento europeo, dictadas por terceros estados; b) 

Reconocimiento y ejecución de decisiones arbitrales dictadas en el extranjero; c) 

Validez o nulidad de las inscripciones practicadas en un Registro español en 

materias no reguladas por el Reglamento ni por otro Convenio internacional –por 

ejemplo, filiación. 

La sumisión. El art. 22.bis tiene un carácter limitado en su aplicación debido a 

la aplicación de los Reglamentos europeos.  

Por ejemplo, pensemos en el pacto de sumisión a favor de lso tribunales 

españoles realizado por una empresa española y una empresa de California para 

dirimir sus diferencias derivadas del contrato. En caso de litigio, la CJI de nuestros 

tribunales se fundará siempre de acuerdo al Reglamento 1215, nunca sobre la base 

de la LOPJ. 

Sin embargo, en otras materias, como la capacidad, aún estando cubiertas por 

la LOPJ, ya que no contamos con instrumentos europeos o internacionales 

aplicables, tampoco cabe pacto de sumisión, ya que se trata de un procedimiento de 

jurisdicción voluntaria. 

3. Foro del domicilio del demandado en España en la LOPJ. 

Serán competentes los tribunales españoles cuando el demandado tiene su 

domicilio en España y el concepto de "domicilio" que utiliza el art. 22.ter  LOPJ es 

el proporcionada por el Derecho español.  
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Para las personas físicas, el concepto de domicilio se contiene en los arts. 40 y 

41 CC y se identifica el domicilio con la residencia habitual. Por tanto, tiene su 

domicilio en España la persona que reside habitualmente en España. En este sentido 

ha de tenerse en cuenta que requiere no sólo la presencia física del sujeto en un 

lugar, la intención de permanecer en tal lugar (animus manendi). 

En caso de los extranjeros la residencia habitual en España puede ser legal o 

irregular debido a la  falta de la documentación exigida por las normas del Derecho 

de extranjería. A efectos civiles es irrelevante este aspecto. 

Para las personas jurídicas se entenderá que están domiciliadas en España si 

tienen a sede social, si se localiza aquí su centro de administración o administración 

central, o bien, si se encuentra en España el centro de actividad principal. 

A tener en cuenta: este foro es inaplicable siempre que tales criterios nos 

sitúen en España para materias cubiertas por el Reglamento 1215. 

 

4. Foros especiales. 

Cuando el domicilio del demandado se encuentra en un tercer estado y salvo 

aplicación de  convenios internacionales, entonces se aplicarán las reglas  del art. 22 

quinquies: que el objeto de la demanda se haya cumplido o deba cumplirse en 

España. 

Visto que los foros de la sumisión y el domicilio del demandado no funcionan 

en relación con los expedientes de jurisdicción voluntaria, en estos casos, los foros 

previstos en el art. 22.quater LOPJ se convierten en foros únicos. 

5. Medidas cautelares y provisionales. 

El art. 22 sexies de la LOPJ señala que son competentes los tribunales 

españoles cuando se trate de adoptar medidas provisionales o de aseguramiento, 

respecto de personas o bienes que se hallen en territorio español y deban cumplirse 

en España. Lo determinante es que España sea el lugar donde deba cumplirse o 
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realizarse la medida cautelar o provisional, aunque el pleito principal esté pendiente 

ante tribunales de otros países. 

La norma anterior se complementa con el art. 722 LEC, que introduce una regla 

inadecuada (norma errónea), según la cual, pendiente el proceso jurisdiccional o 

arbitral en el extranjero, sólo pueden solicitarse medidas cautelares ante los 

tribunales españoles: a) Cuando así lo prevean "los Tratados y Convenios que sean 

de aplicación"; b) Cuando el asunto principal no sea materia en la que son 

exclusivamente competentes los tribunales españoles.  
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